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INFORME No. 94/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 42-01
ARGENTINA
8 de noviembre de 2012
PRESUNTAS VÍCTIMAS
Roberto Adrián Centro
PETICIONARIO:


Héctor Eduardo Centro
VIOLACIONES ALEGADAS:
El peticionario hace referencia a la presunta violación de los artículos 8.1, 8.2, incisos b), g) y h), 8.3, 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
INICIO DE TRÁMITE:


31 de julio de 2003
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 19 de enero de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió la denuncia presentada por Héctor Eduardo Centro (en adelante “el peticionario”), en representación de Roberto Adrián Centro (en adelante la “presunta víctima”) contra la República de Argentina (en adelante “el Estado” o “Argentina”), por la presunta violación de las garantías judiciales y su derecho a la protección judicial contenidos en los artículos 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como de los derechos previstos en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. El peticionario alegó que las autoridades judiciales indebidamente condenaron a cadena perpetua a su hijo por cometer el delito de homicidio calificado de dos personas.
2. El peticionario sostuvo que el 21 de marzo de 1996 fueron hallados los cadáveres de dos hermanas mayores de edad en el departamento en que habitaban. Agregó que su hijo fue llamado a declarar, dado que éste había trabajado como ayudante de portería en el edificio. Indicó que su hijo se presentó voluntariamente el 22 de marzo de 1996 a la Comisaría No. 19 de la Policía Federal Argentina, en la cual fue interrogado. Señaló que la presunta víctima fue trasladada el 25 de marzo de 1996 ante la autoridad judicial por supuestamente haber confesado matar a las hermanas.
3. Alegó que la condena de su hijo se basó únicamente en una confesión obtenida bajo coacción. Argumentó que los policías no aplicaron la denominada “advertencia Miranda” y que las declaraciones de los policías dentro del proceso debían anularse debido a que hacían referencia a una confesión obtenida bajo una presión amenazante, dado que seis oficiales de la Comisaría No. 19 de la Policía Federal Argentina lo interrogaron. Sostuvo que su hijo nunca fue relevado de su juramento de decir la verdad, lo que constituía una violación a las garantías de debido proceso. Señaló que el Tribunal Oral Criminal No. 27 resolvió que las declaraciones de los policías ante le juez de instrucción habían sido cumplidas regularmente y que por ello fue sancionado a cadena perpetua. Finalmente, señaló que la Cámara Nacional de Casación confirmó la sentencia recurrida y que la Corte Suprema de Justicia rechazó el recurso de queja interpuesto.
II.
POSICION DEL ESTADO

4. El Estado solicitó a la Comisión que declarara la petición inadmisible dado que el peticionario no había agotado los recursos internos e, incluso, de considerarse agotados, había presentado su petición después del plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1 b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Asimismo, alegó que no hubo violación de los artículos 8.1, 8.2, incisos b), g) y h), 8.3, 25 y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y que, en todo caso, la pretensión del peticionario era que la Comisión funcione como una “cuarta instancia”.
5. El Estado sostuvo que dentro del proceso penal seguido a la presunta víctima, las declaraciones de los policías tuvieron un valor secundario en la adopción de la decisión del tribunal, puesto que fueron valoradas conjuntamente con otras pruebas, como por ejemplo, pruebas documentales, un gran número de testigos propuestos por ambas partes, pericias practicados a los cuchillos secuestrados a la presunta víctima quien se desempeñaba como carnicero, análisis de sangre, pericias psiquiátricas o informes del cuerpo médico forense, y concluyó que éstas permitieron al tribunal concluir que la presunta víctima fue el autor material del doble homicidio.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

6. La petición fue recibida por la Comisión el 19 de enero de 2001. Con fecha 15 de abril de 2001, la Comisión solicitó información al peticionario con la finalidad de que señalara si las autoridades competentes investigaron si la declaración de su hijo fue obtenida bajo coacción como lo afirmó en su denuncia. El peticionario dio respuesta a la solicitud de la Comisión con fecha 25 de septiembre de 2002 en sentido negativo.

7. La CIDH trasladó la petición al Estado el 31 de julio de 2003 y le solicitó que enviara sus observaciones. El 9 de septiembre de 2003, el Estado solicitó una prórroga de un mes para presentar su contestación. El Estado presentó su contestación el 23 de febrero de 2004, la cual fue trasladada a los peticionarios. Los peticionarios presentaron observaciones a la contestación del Estado con fecha 23 de agosto de 2004, así como una última comunicación del 17 de agosto de 2005, las cuales fueron trasladadas al Estado. A su vez, el Estado presentó observaciones el 9 de septiembre de 2005, las cuales fueron trasladadas al peticionario, solicitándole el 8 de diciembre de 2006 que presentara las observaciones que considerara pertinentes.
8. Debido a la falta de comunicaciones posteriores, el 14 de mayo de 2009 y el 15 de diciembre de 2011, la Comisión reiteró al peticionario su solicitud de información del 8 de diciembre de 2006, informándole que de no recibir respuesta en el plazo de tres meses, la CIDH podría archivar su caso.

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
9. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y, en caso de no existir o subsistir, ordenará el archivo del expediente.

10. A la fecha, el peticionario no ha enviado la información requerida mediante comunicaciones del 8 de diciembre de 2006, del 14 de mayo de 2009 y del 15 de diciembre de 2011, no habiendo aportado información adicional desde 2005. Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con elementos suficientes para determinar la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, o si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original, por lo que, de conformidad al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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